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                                                                                                           Concepto No. 5610

Bogotá, D.C., 31 de julio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 3°, numerales 5, parágrafo (parcial) y 6, parágrafos 1 y 3, de la Ley 1539 de 2012, “Por la cual se implementa el certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego y se dictan otras disposiciones”.

Demandante: ALFREDO BELTRÁN SIERRA

Magistrado Sustanciador: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO

Expediente No. D-9490
Concepto No. 5610
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano ALFREDO BELTRÁN SIERRA, contra el artículo 3°, numerales 5, parágrafo (parcial) y 6, parágrafos 1 y 3, de la Ley 1539 de 2012, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.

LEY 1539 DE 2012
(Junio 26)
Por medio de la cual se implementa el certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego y se dictan otras disposiciones.
EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA:
(…)
Artículo 3°. Sistema de Seguridad. 

(…)
Parágrafo. El Sistema Integrado de Seguridad debe validar todas y cada una de las evaluaciones de las pruebas realizadas con los criterios de evaluación establecidos en el literal d) del artículo 11 de la Ley 1119 de 2006 y en la Resolución número 1555 de 2005. (Negrilla fuera de texto).
6. La conectividad con el Sistema Integrado de Seguridad se realizará a través de una Red Privada Virtual que se armará con dispositivos de seguridad y comunicaciones que controlen, validen la localización geográfica de la Institución especializada, y se pueda garantizar la realización de los exámenes para obtener el certificado de aptitud psicofísica desde la ubicación de la sede acreditada, controlando y autorizando los equipos de cómputo de la Institución Especializada verificando la identificación de los principales componentes de cada computador. 

Las instituciones especializadas o centros se conectarán con el Sistema Integrado de Seguridad a través de canales de Internet óptimos para la operación, con una dirección IP Pública Fija. El Sistema Integrado de Seguridad tendrá un canal dedicado suficiente para la conexión de los Centros o Instituciones especializadas, y permita tener el acceso de la información segura a la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada. 

Parágrafo 1°. Todas las Instituciones que expidan o que vayan a expedir los certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz, deberán ser acreditadas como organismos de certificación de personas, bajo la norma ISO/IEC 17024:2003, para lo cual deberán previo a obtener, renovar o mantener la acreditación, garantizar el cumplimiento del Sistema Integrado de Seguridad del presente artículo. (Negrilla fuera de texto).
Parágrafo 2°. El sistema integrado de seguridad deberá obtener el reconocimiento mediante el registro y/o solicitud presentada y admitida para trámite de patente de y/o Modelo de Utilidad, conforme a la Decisión 486 del 2000 emitida por la Superintendencia de Industria y Comercio. Además para el caso del software debe tener el registro o depósito de propiedad Intelectual, conforme a la Ley 23 de 1982 y el Decreto 1360 de 1989.
Parágrafo 3°. La entidad encargada del Registro de la información de los certificados de aptitud física, mental y motriz conforme a la Ley 769 del 2002 debe entregar la información o permitir el acceso a todos los registros de los certificados médico de aptitud física, mental y psicomotriz, en tiempo real con el fin de confrontar, comparar con la información que se encuentra almacenada en el Sistema Integrado de Seguridad, este último entregará un informe diario legitimado ante los entes de control y vigilancia los exámenes que dieron cumplimiento a los criterios establecidos en el literal d) del artículo 11 de la Ley 1119 de 2006 y a la Resolución 1555 de 2005. (Negrilla fuera de texto).
(…)
1.
Planteamientos de la demanda

1.1. Vulneración del principio de unidad de materia, consagrado en los artículos 158 y 169 de la Carta Política
1.1.1. A juicio del actor, la expresión demandada del parágrafo del numeral 5 del artículo 3, así como el aparte normativo acusado del parágrafo 1 del numeral 6 del artículo 3, y el parágrafo 3 del numeral 6 del artículo 3 de la Ley 1539 de 2012, desconocen los artículos 158 y 169 de la Constitución, por referirse a una materia diferente a la regulada tanto en el proyecto de ley como en la ley misma.
Así mismo, señala el demandante que la Ley 1539 de 2012, desde la exposición de motivos del proyecto de ley No. 165 de 2010 Senado, publicado en la Gaceta del Congreso No. 737 de 5 de octubre de 2010, tuvo por objeto implementar “el certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego” y, si bien en él se señala que “se dictan otras disposiciones”, éstas deben tener relación con el tema predominante de la ley. 
El actor considera que ni en la exposición de motivos ni en el texto del articulado del proyecto que dio lugar a la ley demandada parcialmente se incluía ninguna modificación a la Ley 769 de 2002-Código de Tránsito-modificado posteriormente por la Ley 1383 de 2010. Sin embargo, confrontándose el texto inicial del proyecto en mención y el articulado finalmente aprobado de la Ley 1539 de 2012 en sus seis artículos finales, se observa que se introdujo una modificación al régimen para la expedición de la “licencia de conducción”, consagrado en el título II, capítulo II de dicho código.
Efectivamente, el artículo 19 del Código de Tránsito, modificado por el artículo 3 de la Ley 1397 de 2010 establece entre los requisitos para la obtención de la licencia de conducción para vehículos automotores, entre otro, el de “5. Presentar certificado de aptitud física, mental y de coordinación motriz para conducir expedido por un Centro de Reconocimiento de Conductores habilitado por el Ministerio de Transporte, de conformidad con la reglamentación que expida el Ministerio de Transporte y debidamente acreditado como organismo de certificación de personas en el área de conductores de vehículos automotores”.
A juicio del actor, no existe unidad temática, ni unidad teleológica, ni sistemática, ni ninguna relación normativa con lo dispuesto por la ley 1539 de 2012 en cuanto en el parágrafo del numeral 5 del artículo 3 se menciona, de un momento a otro y por un agregado en la Cámara de Representantes que el Sistema Integrado de Seguridad debe “validar todas las evaluaciones de las pruebas realizadas con criterios de evaluación establecidos en el literal d) del artículo 11 de la Ley 1119 de 2006 y en la Resolución 1555 de 2005”, que precisamente es la que “Reglamenta el procedimiento para obtener el Certificado de Aptitud Física, Mental y Coordinación Motriz para conducir…” y establece “los rangos de aprobación  de la evaluación requerida”.
De igual manera, la inclusión tanto del Código de Tránsito, como de la Resolución 1555 de 2005, en el parágrafo 3 del numeral 6 del artículo 3 de la Ley 1539 de 2012 desconoció el principio de la unidad de materia, pues se trata de asuntos por completo diferentes a la implementación de certificados de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego que es el objeto de esa ley. 

El numeral 6 parágrafo 1 del artículo 3, en el que inicialmente se disponía que las instituciones encargadas de la expedición de certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz deberían ser acreditadas como organismos de certificación de personas “bajo la norma ISO/IEC 17024:2003”, lo cual tiene sentido si se trata de la acreditación y cumplimiento del Sistema Integrado de Seguridad para el porte y tenencia de armas de fuego, fue modificado de manera sustancial con la inclusión de la expresión “Todas”, para que queden así incluidos los registros de los certificados de aptitud física, mental y psicomotriz para la expedición de licencias de conducción de automotores, la cual, antes de la aprobación  de la Ley 1539 de 2012, no debía ser incluida en el registro del Sistema Integrado de Seguridad, sino en el Registro Único Nacional de Tránsito RUNT, que es diferente al primero y tiene una finalidad distinta. En este orden, dicha expresión invade la órbita del Código Nacional de Tránsito en una ley que tiene un objeto diferente.
1.2. Vulneración de los principios de consecutividad e identidad flexible, consagrados en los artículos 157 y 160 de la Carta Política
Según el demandante, las expresiones acusadas no fueron objeto de los cuatro debates  requeridos por el artículo 157 superior para que un proyecto sea ley de la República, por cuanto las mismas fueron incluidas en el texto final aprobado por la plenaria de la Cámara de Representantes (cuarto debate) pero nunca fueron objeto de debate y aprobación por el Senado de la República en primero y segundo debate, ni por la comisión constitucional permanente de la Cámara en primer debate.

1.3. Desconocimiento del derecho a la intimidad, consagrado en el artículo 15 superior
El impugnante alega que no existe razón alguna para que la Ley 1539 de 2012 en lo acusado disponga que los datos particulares sobre las personas naturales que no ejercen ninguna función que se relacione con la finalidad del Ministerio de Defensa Nacional, deban ser enviados al Sistema Integrado de Seguridad que está bajo la competencia de ese Ministerio, pues ello vulnera el derecho a la intimidad que sobre la historia clínica se desprende del artículo 15 superior, pues una cosa es autorizar la práctica y envío a las autoridades de tránsito de los datos personales sobre la salud física y la aptitud mental y psicomotriz para la conducción de vehículos automotores, y otra muy distinta es que por disposición legal y sin autorización personal se ordene que esos datos sean almacenados en un Sistema Integrado de Seguridad a disposición del Ministerio de Defensa y para fines que no se relacionan con la obtención de licencia de conducción de vehículos automotores.

2. Cuestión previa

Es necesario aclarar que el Ministerio Público no analizará los cargos presentados contra los numerales 5, parágrafo y 6, parágrafo 3, del artículo 3, de la Ley 1539 de 2012 que recaen sobre la  Resolución 1555 de 2005, “Por la cual se reglamenta el procedimiento para obtener el certificado de aptitud física, mental y de coordinación motriz para conducir y se establecen los rangos de aprobación de la evaluación requerida”,  puesto que la misma fue derogada expresamente por el artículo 32 de la Resolución No. 12336 de 2012, expedida por el Ministerio de Transporte, “Por la cual se unifica la normatividad, se establecen las condiciones de habilitación y funcionamiento de los Centros de Reconocimiento de Conductores y se dictan otras disposiciones”.
3. Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público determinar:

2.1. Si la Ley 1539 de 2012, en lo acusado, vulnera el principio de unidad de materia, consagrado en los artículos 158 y 169 de la Carta Política, así como los principios de consecutividad e identidad flexible, previstos en los artículos 157 y 160 de la Constitución.

2.2. Si las disposiciones acusadas violan el derecho a la intimidad personal y familiar, consagrado en el artículo 15 constitucional.
3.
Análisis de constitucionalidad

3.1. Cargo por vulneración del principio de unidad de materia

El artículo 158 de la Carta Política dispone que “Todo proyecto de ley debe referirse a una misma materia y serán inadmisibles las disposiciones o modificaciones que no se relacionen con ella (…)”. Según la jurisprudencia constitucional, contenida en la sentencia C-102 de 2011, este texto reconoce como principio constitucional el de unidad de materia, cuyo propósito es evitar que en el proceso de formación de las leyes se introduzcan textos ajenos o extraños a su materia, valga decir, expresiones normativas que no guarden una relación de conexidad con ésta. El principio de unidad de materia asegura la transparencia de la actividad legislativa y contribuye a dar coherencia y sistematicidad al derecho legislado.
En el caso sub examine el actor asume que la expresión “[T]odas las instituciones que expidan o que vayan a expedir los certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz”, contenida en el parágrafo 1 del numeral 6 del artículo 3, así como el parágrafo 3 del numeral 6 del artículo 3 de la Ley 1539 de 2012, según el cual “[L]a entidad encargada del Registro de la información de los certificados de aptitud física, mental y motriz conforme a la Ley 769 del 2002 debe entregar la información o permitir el acceso a todos los registros de los certificados médico de aptitud física, mental y psicomotriz, en tiempo real con el fin de confrontar, comparar con la información que se encuentra almacenada en el Sistema Integrado de Seguridad, este último entregará un informe diario legitimado ante los entes de control y vigilancia los exámenes que dieron cumplimiento a los criterios establecidos en el literal d) del artículo 11 de la Ley 1119 de 2006 y a la Resolución 1555 de 2005”, desconocen el principio de unidad de materia, por referirse a un asunto diferente al regulado por la Ley 1539 de 2012, que no es otro que la implementación del certificado de aptitud sicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego, mientras que los apartes normativos cuestionados se refieren al procedimiento para obtener el certificado de aptitud física, mental y de coordinación motriz para conducir vehículos, lo cual debe ser regulado por el Código de Tránsito.
Basta una lectura minuciosa de la integridad del parágrafo 1 del numeral 6 del artículo 3 de la Ley 1539 de 2012 para advertir que la expresión “[T]odas las instituciones que expidan o que vayan a expedir los certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz”, contenida en el mismo, se refiere a los organismos de certificación de personas que pretendan portar armas de fuego y no conducir automotores, materia esta que, como lo señaló el actor, no es objeto de la Ley demandada parcialmente, sino de las normas de tránsito.
Lo mismo puede predicarse del parágrafo 3 del numeral 6 del artículo 3 de la Ley 1539 de 2012, el cual se limita a ordenar a la entidad encargada del registro de la información de los certificados de aptitud física, mental y motriz conforme a la Ley 769 del 2002 – Código de Tránsito- que suministre la información o permita el acceso a todos los registros de los certificados médicos de aptitud física, mental y psicomotriz, con el fin de confrontarla con la información que se encuentra almacenada en el Sistema Integrado de Seguridad. Observa el Despacho que el objetivo que tuvo el Legislador con este precepto, no fue otro que cotejar la información que sobre el estado físico y mental de una persona que va a manejar armas de fuego haya recopilado el Estado a través de diferentes entidades, aunque estas persigan fines distintos, tales como las de tránsito y las de seguridad. 
Vale resaltar que los estrictos controles a las personas que pretendan manejar armas de fuego buscan evitar no solo los accidentes de trabajo, sino cualquier daño que se pueda causar a toda la comunidad, lo que garantiza la primacía del interés general sobre el particular. Quien use ese tipo de elementos debe ser una persona idónea tanto desde el punto de vista físico como psicológico. Lo anterior, teniendo en cuenta que la mayoría de los destinatarios de dichos exámenes médicos (vigilantes) son individuos que están sometidos a mayor riesgo, debido a sus largas jornadas nocturnas y al alto grado de tensión generada por situaciones agobiantes que originan reacciones psicosomáticas o trastornos psicológicos a veces graves. Por ello cualquier disposición normativa que busque obtener seguridad sobre el buen estado físico y mental de la personas que van a manejar armas de fuego es constitucionalmente viable, más aún si el depositario de dicha información es el mismo Estado.
Teniendo en cuenta que ninguna de las expresiones demandadas, contenidas en el artículo 3 de la Ley 1539 de 2012 vulnera el principio de unidad de materia, ya que guardan una relación de conexidad objetiva y razonable con la materia dominante de la ley, que es regular la implementación del certificado de aptitud psicofísica para el porte y tenencia de armas de fuego, el cargo que se analiza no está llamado a prosperar.

Por todo lo anterior, tampoco ve este Despacho de qué manera las expresiones demandadas modificaron los requisitos para la expedición de las licencias de conducción de automotores a que hacen referencia los artículos 19, 20 y 21 del Código Nacional de Tránsito, pues la ley demandada parcialmente tiene por objeto establecer los requisitos y la metodología para expedir el certificado de aptitud psicofísica de las personas que porten armas de fuego.
3.2. Cargo por vulneración de los principios de consecutividad e identidad flexible, consagrados en los artículos 157 y 160 de la Carta Política
La tesis de fondo que esgrime el actor es que las expresiones acusadas no fueron objeto de los cuatro debates requeridos por el artículo 157 superior para que un proyecto sea ley de la República, por cuanto las mismas fueron incluidas en el texto final aprobado por la plenaria de la Cámara de Representantes (cuarto debate).

El artículo 157 de la Constitución exige que todo proyecto de ley surta cuatro debates reglamentarios, lo cual no significa que el proyecto como tal deba en su texto y contenido ser el mismo durante todo el proceso legislativo, pues ello se opondría a otras normas de la Carta que hacen del debate legislativo un proceso discursivo en el que tanto las comisiones como las plenarias de cada célula legislativa tienen la facultad de introducir modificaciones a los proyectos sometidos a su consideración.

En el proceso legislativo se pueden introducir por parte de una de las Cámaras modificaciones, adiciones y supresiones a los proyectos de ley que su homóloga ha estudiado y aprobado, modificaciones que sólo encuentran un límite y es el que se señala en el artículo 158 constitucional, es decir que las reformas que se introduzcan, incluso en la forma de preceptos nuevos, deberán respetar de manera inequívoca la regla de la unidad de materia.

En el caso que nos ocupa, vale destacar que efectivamente el texto de las disposiciones acusadas de la Ley 1539 de 2012 no fue debatido ni aprobado por la Comisión Segunda de la Cámara de Representantes, ni por la Comisión Segunda del Senado de la República, como tampoco por la Plenaria de esta última célula legislativa, pues fue incluido y aprobado en segundo debate en la plenaria de la Cámara.

Determinado lo anterior, es preciso preguntarse si la situación descrita anteriormente vicia la constitucionalidad de la disposición demandada. 

Para dar respuesta a tal interrogante, es preciso tener en cuenta que la Carta Política de 1991 consagra el principio de identidad, según el cual el proyecto de ley debe ser el mismo durante todo su trámite, esto es, la materia objeto de su regulación debe ser la misma durante los cuatro debates, lo cual no quiere decir que durante su curso tenga que mantenerse el texto literal de todos los preceptos que lo integran, pues se podrán introducir las modificaciones, adiciones y supresiones que el legislador considere necesarias, aún bajo la forma de artículos nuevos (artículo 160 superior), como sucedió en el caso en estudio
.

Desde ese punto de vista, el trámite dado a las disposiciones acusadas, se ajusta a lo dispuesto en el ordenamiento constitucional, más aún si se tiene en cuenta que su adición fue sometida a la comisión de conciliación, la cual tiene como fin armonizar las discrepancias existentes entre los textos aprobados en una y otra célula legislativa, con el fin de no repetir todo el trámite. A su vez, el texto escogido por la comisión accidental fue presentado por ésta a las plenarias tanto del Senado de la República como de la Cámara de Representantes, quienes le impartieron su aprobación (artículo 161 de la Carta Política).

Así las cosas, si bien la expresiones demandadas fueron incluidas en el segundo debate en la Cámara de Representantes, esto es, no fue aprobado en las Comisiones Segundas Permanentes del Senado de la República y de la Cámara de Representantes, ni en segundo debate en la plenaria del Senado, por este aspecto no adolece de vicio formal de inconstitucionalidad.

3.3. Cargo por desconocimiento del derecho a la intimidad, consagrado en el artículo 15 superior

El impugnante alega que no existe razón alguna para que la Ley 1539 de 2012 en lo acusado disponga que los datos particulares sobre las personas naturales que no ejercen ninguna función que se relacione con la finalidad del Ministerio de Defensa Nacional, deban ser enviados al Sistema Integrado de Seguridad que está bajo la competencia de ese Ministerio, pues ello vulnera el derecho a la intimidad que sobre la historia clínica se desprende del artículo 15 superior.
Tal como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional consagrada, entre otras, en la sentencia C-913 de 2010, el núcleo esencial del derecho a la intimidad, “supone la existencia y goce de una órbita reservada en cada persona, exenta del poder de intervención del Estado o de las intromisiones arbitrarias de la sociedad, que le permita a dicho individuo el pleno desarrollo de su vida personal, espiritual y cultural”. Sobre el particular, la Corte Constitucional en la sentencia C-640-10, señaló lo siguiente:
“…ese espacio personal y ontológico, sólo "puede ser objeto de limitaciones" o de interferencias "en guarda de un verdadero interés general que responda a los presupuestos establecidos por el artículo 1o. de la Constitución". La jurisprudencia de la Corte Constitucional tal y como se ha dicho, ha señalado que el derecho a la intimidad es entonces, inalienable, imprescriptible y solo susceptible de limitación por razones legítimas y debidamente justificadas constitucionalmente”.
En relación con la intimidad médica, la Corte Constitucional ha señalado que “los trabajadores bien pueden mantener para sí su estado de salud, salvo cuando el mismo comprometa la salud de terceros o interfiera en la prevención, asistencia y gestión sanitaria estatales” (sentencia T-513-06).
En el caso que nos ocupa, las mismas consideraciones hechas para rechazar la inconstitucionalidad de las disposiciones acusadas por el cargo relativo a la vulneración del principio de unidad de materia, habrán de ser tenidas en cuenta para declarar la exequibilidad de las mismas por el cargo que se estudia, pues no hay duda que el objetivo que tuvo el Legislador al expedir las normas demandadas parcialmente fue salvaguardar el interés general (art. 1 C.P.), mediante el cotejo de la información que sobre el estado físico y mental de una persona que va a manejar armas de fuego haya recopilado el Estado a través de diferentes entidades que, a pesar de que persiguen fines distintos, controlan actividades peligrosas como el porte de armas de fuego y la conducción de vehículos automotores. 

4. Conclusión
En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar la EXEQUIBILIDAD de la expresión “[T]odas las Instituciones que expidan o que vayan a expedir los certificados de aptitud psicofísica o física, mental y de coordinación motriz”, contenida en el artículo 3, numeral 6, parágrafo 1, así como del parágrafo 3 ibídem de la Ley 1539 de 2012, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,  
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/MLOvalleB.
� Cfr.Sentencia C - 305 de 2004
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